Comisión de Constitución, Códigos, 


Legislación General y Administración Versión Taquigráfica N* 278 de 
Carpeta N* 58 de 2010 y Carpeta N* 395 de 2010 
2010 


LEY N” 15.848, DE CADUCIDAD 
DE LA PRETENSION PUNITIVA DEL ESTADO 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 18 de octubre de 2010 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Bayardi, Gustavo Borsari Brenna, Fitzgerald Cantero Piali, 
Gustavo Cersósimo, Felipe Michelini, Aníbal Pereyra, Ana Lía Piñeyrúa y Daisy Tourné. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Pablo Iturralde Viñas. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Mesa quiere informar que ha recibido una solicitud de audiencia de la Federación Nacional de 
Trabajadores de Juego. Naturalmente, no vamos a resolver ahora este tema. Además, en esta Comisión no 
hay ningún proyecto de ley relativo a este tema. Simplemente, quería informar de la llegada de esta solicitud, 
y si les parece bien, podemos tratar el tema la próxima sesión ordinaria. 


La carta que se nos ha enviado dice lo siguiente: "Por intermedio de la misma, la Federación Nacional de 
Trabajadores del Juego (FENAJU) solicita audiencia con la Comisión que Ud. preside a los efectos de 
intercambiar opiniones respecto de la Explotación de los juegos de azar sin cumplir con las disposiciones 
respectivas (máquinas irregulares)". 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Se me ha informado que hay un proyecto de ley relativo a este tema, que fue 
presentado por el señor Diputado Gandini. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese proyecto es de la Legislatura anterior. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- No, señor Presidente; fue presentado en esta Legislatura. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Creo que el Gobierno está preparando un proyecto de ley en ese 
sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente, quería dar esta información y, en todo caso, si algún Diputado 
lo desea, puede plantear el tema en la próxima sesión ordinaria. 


El tema que nos convoca en el día de hoy es referente a la Ley de Caducidad. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, quiero agradecer la cortesía de los legisladores de la 
oposición, quienes el jueves pasado acompañaron con su firma y sus votos la citación de la sesión 
extraordinaria para el día miércoles para tratar este tema. También es cierto que, previo a ello, 
nosotros cumplimos nuestra promesa de entregar el texto alternativo, el cual cuenta con algunos 
detalles tal como habrán observado los señores legisladores que no hacen al fondo y que no 
interfirieron en la elaboración del informe. 


Aclarado esto, quiero dejar ciertas constancias que me parecen importantes. El proyecto original constaba de 
tres artículos pero, de acuerdo al trabajo de la bancada de Gobierno, pasará a tener cuatro artículos. 


Asimismo, entendemos que el segundo proyecto de ley a estudio de la Comisión, la Carpeta N* 58/10, 
Repartido 87/10, es opuesto al que consta en la Carpeta N* 395, Repartido 379. Por lo tanto, si aprobamos el 
primer proyecto a estudio, en definitiva, estaremos solucionando el tema en una dirección que no condice con 
la solución propuesta en el segundo proyecto de ley. 


Por otra parte, para nosotros es importante dejar constancia de que, si bien este proyecto se está tratando con 
cierta premura, tal como lo ha expresado esta bancada hemos tenido la suficiente sabiduría como para 
consultar a las Cátedras, que concurrieron a la Comisión para opinar del tema. Por lo tanto, las 
modificaciones que realizamos al articulado primigenio, desde nuestro punto de vista, lo mejoran, ya que le 
dan claridad a las normas que contiene el proyecto. 


Asimismo, quiero manifestar que nosotros estamos convencidos de que el Poder Legislativo puede expedir 
una ley con los contenidos de estos cuatro artículos, ya que no estamos violando ninguna premisa 
constitucional. Es más, no solo podemos aprobar estos artículos, sino que debemos hacerlo, no solo por la 
eventual condena de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sino, básicamente, por la sentencia 

N* 365/10 de la Suprema Corte de Justicia, de octubre de 2009, la cual, por la unanimidad de los cinco 
miembros de la corporación, estableció la inconstitucionalidad de la Ley N* 15.848. 


Hechas estas aclaraciones generales, para terminar, quisiera decir que nosotros creemos que los mecanismos 
de consulta popular que, naturalmente, mucho respetamos; además, nuestra fuerza política tiene una larga 
tradición de lucha y de respeto por estos institutos deben ser interpretados en sentido estricto. No se les puede 
dar una interpretación mayor a la que tienen. 


En cuanto a los recursos de referéndum, el hecho de que el que estuvo basado en el artículo 79 de la 
Constitución no fuera aceptado, no generó ningún estado nuevo a la ley a la cual se le interpuso el recurso. 
Asimismo, en el caso de la propuesta de modificación de la Constitución de la República, el hecho de no 
haber obtenido la mayoría requerida por el artículo 331 de la Carta, demuestra que no hubo resolución. Por lo 
tanto, no se le puede dar otra interpretación que la de que el soberano no se expresó positivamente. No se 
puede dar una interpretación jurídica extensiva a algo que ni siquiera nació, que era la reforma constitucional. 


Desde esa perspectiva, sin ánimo de polemizar lo podemos discutir si los miembros de la Comisión lo 
entienden conveniente nosotros estamos convencidos de que la presencia de los señores catedráticos sirvió 
para dos cosas. En primer lugar, quedó sentada su opinión inobjetable de que los artículos 1%, 3* y 4* de la 
Ley N? 15.848 son inconstitucionales. Yo creo que eso es así. En segundo término más allá de las dudas 
expresadas que creemos que levanta el proyecto con modificaciones que seguramente aprobaremos en la 
mañana de hoy, todos expresaron que, en términos de valores y de derechos protegidos, sería mejor para 
nuestro país que se aprobara el proyecto original en lugar de innovar. Yo pregunté concretamente si el 
proyecto original era la mejor solución, y de todo lo expresado se deduce que existe necesidad de legislar en 
ese sentido. Por lo tanto, creo que este es un buen proyecto. 


Por otra parte, quiero aclarar que este proyecto no salda debates que tiene la sociedad uruguaya. No salda si 
la salida fue la correcta, si fue correcto que las fuerzas políticas acordaran en el Club Naval ni si fue correcto 
que algunas fuerzas políticas participaran en las elecciones internas de 1982. Si nos remontáramos en el 
tiempo, tampoco salda si fue correcto que el Parlamento votara la ley de justicia militar en 1972 o la ley de 
estado de guerra interna. Todos esos debates históricos se van a seguir dando y van a ser objeto de polémica, 
como ocurrió anteriormente en el caso de las guerras civiles. 


Creo que este proyecto apunta a restablecer un elemento central, que es la independencia del Poder Judicial. 
Si hoy un extranjero nos preguntara si el Poder Judicial es independiente, tendríamos que responder que lo 
es, excepto en el caso de los hechos amparados por la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, 
porque el Juez, antes de actuar, tiene que preguntarle al Poder Ejecutivo o tiene que promover una acción de 
inconstitucionalidad. Por lo tanto, en ese caso, no hay independencia del Poder Judicial. 


Además, si la persona extranjera preguntara si el artículo 7” se aplica en todos los casos de derechos básicos 
que establece la Constitución, como los de vida, libertad, honor, seguridad, trabajo y propiedad, deberíamos 
contestar que sí, excepto en los casos vinculados a la aplicación de la Ley_N” 15.848. 


Hice estas puntualizaciones en nombre de mi bancada, sin perjuicio de que los demás compañeros que 
integran esta Comisión puedan expresar sus comentarios. No quería que este proyecto pasara por la Comisión 
sin ninguna observación y sin adelantar los argumentos que vamos a manejar en la sesión de la Cámara del 
día miércoles, que van a ser la base del informe y que con mayor rigor se presentarán en esa oportunidad. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Voy a hacer algunas consideraciones de orden general, sin perjuicio de 
ingresar después en el articulado. 


Estoy convencida de que la Ley de Caducidad fue objeto de dos pronunciamientos populares de distinta 
naturaleza; en ello coincido con el señor Diputado Michelini. Pero el primero, que fue el recurso de 
referéndum, que yo propicié, acompañé, por el cual milité y como consecuencia voté verde, tiene un 
tratamiento muy especial en nuestra Constitución. 


La Constitución de la República establece que la nación adopta para su gobierno la forma democrática 
republicana y representativa. Hay solo tres casos en que la Constitución otorga al cuerpo electoral la facultad 
de ejercer la soberanía de la nación en forma directa y no a través de los Poderes representativos, y uno de 
ellos es cuando se llama a referéndum. Entonces, los Representantes, que somos nosotros, no estamos 
habilitados para modificar la voluntad del cuerpo electoral expresada en ejercicio de la soberanía de la 
nación. 


El procedimiento de reforma constitucional de octubre último tiene, es evidente, otras características y no 
está contemplado por el artículo 82 de la Constitución, que es al que yo me estaba refiriendo anteriormente. 
De todas maneras, debo discrepar con el señor Diputado Michelini en cuanto que el resultado del plebiscito 
no es inocuo: la gente se expresó en contra de la anulación de la Ley de Caducidad, que era lo que conllevaba 
la reforma constitucional. 


Por otra parte, se habla insistentemente lo vi en la exposición de motivos, y lo iba a decir aunque el señor 
Diputado Michelini no lo hubiera mencionado de un pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia que ha 
declarado la inconstitucionalidad de la Ley de Caducidad y, evidentemente, eso es así. Pero ha habido tres 
fallos de la Suprema Corte de Justicia, dos por la constitucionalidad y uno por la inconstitucionalidad, y así 
como creo que no debemos hacer caudal de los fallos de la Suprema Corte de Justicia que esgrimieron la 
constitucionalidad, tampoco podemos hacer caudal de que declaró la inconstitucionalidad, porque sus 
miembros operan por imperio de las normas constitucionales para el caso concreto, y son muchas más las 
leyes que han sido declaradas inconstitucionales y que no han sido derogadas por el Parlamento que las que 
lo han sido. O sea que eso no debe forzar nuestro accionar en el sentido que se nos propone. 


Yo no voy a entrar a la consideración del articulado porque después vamos a decir a algunas cosas al 
respecto. 


Se ha hablado de la independencia del Poder Judicial, y debo decir que el texto que tenemos entre manos 
adolece de los mismos defectos que tiene la Ley de Caducidad en cuanto a violentar la independencia del 


Poder Judicial. Eso lo dijeron también los catedráticos que vinieron a opinar sobre el proyecto de ley en 
cuestión. Debo decir que hemos recibido asesoramiento de distintos catedráticos y yo no voy a pedir que 
vengan nuevamente, pero es evidente que la nueva redacción del proyecto introduce elementos nuevos que a 
mí me generan dudas, y cuando entremos a discutirlos voy a preguntar sobre ellos. No me refiero al literal a) 
del artículo 3%, respecto del cual tengo una opinión bien formada, sino al contenido del artículo 2", sobre 
cuyos alcances me hubiera gustado escuchar la opinión de algún especialista porque introduce la figura de la 
ilegitimidad manifiesta, solo utilizada en la ley que regula la acción de amparo, que es un requisito que el 
Juez debe evaluar en cada caso para admitir o no dicha acción. Ya no hay tiempo pero, reitero, me hubiera 
gustado escuchar pronunciamientos sobre elementos nuevos que para mí son de muchos juicios y, en cierta 
medida, empeoran el proyecto original. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Desde el punto de vista jurídico, no tenemos ningún empacho en decir que 
este proyecto de ley es un verdadero engendro jurídico. Es inconstitucional y es un subterfugio jurídico 
tendiente a consagrar la retroactividad de la ley y la búsqueda de la anulación de normas dictadas 
oportunamente, que son constitucionales, que fueron democráticamente sancionadas y que fueron 
objeto del pronunciamiento del cuerpo electoral. Como engendro jurídico, afecta la totalidad del 
ordenamiento jurídico y del Estado de derecho, lesionando principios como: la seguridad jurídica; la 
autoridad de la cosa juzgada; la separación de Poderes en el caso de invasión a la potestad de la 
Suprema Corte de Justicia para declarar único órgano que puede hacerlo la inconstitucionalidad de las 
leyes y, por ende, su inaplicabilidad al caso concreto; la retroactividad de la ley penal más perjudicial e, 
inclusive, el principio de los derechos adquiridos. 


La Ley de Caducidad formó parte de lo que se dio en llamar la trilogía de la clemencia, del perdón como 
instrumento de salida democrática en la instancia posterior al año 1985. Se discutieron por separado las 
distintas leyes de amnistía, lo cual tal vez fue un error, porque cuando hay bandos en pugna resultantes de 
una guerra así fue declarada legítimamente por el Parlamento democrático de turno, este tipo de decisiones se 
tienen que tomar en conjunto y para todas las partes ya que, de lo contrario, se produce lo que en la doctrina 
española se conoce con el nombre de agravio comparativo, que es que quienes se sienten en la misma 
situación y son tratados de manera diferente desde el punto de vista jurídico se sienten agraviados y 
reaccionan. Eso se vio porque la primera de las tres normas fue la ley de amnistía de delitos políticos. 
Recordaremos que en ese entonces se produjo la reacción de quienes habían cometido delitos comunes, 
haciendo actos de manifestación y protesta tanto sus familiares como ellos mismos en los institutos 
carcelarios, lo que llevó a consagrar rápidamente una ley de amnistía de los delitos comunes. 


La historia de esta ley que hoy se pretende declarar inconstitucionalmente inexistente llevó una discusión y 
una negociación muy importante por parte de todos los partidos políticos, para evitar un desacato de las 
autoridades militares y policiales de aquel entonces. O sea que fue una salida política, en la búsqueda del 
camino de la paz, de mirar hacia el futuro y de consagrar una situación similar para las partes que habían 
estado en conflicto. 


Por eso, en esta etapa de la discusión general queremos establecer estos conceptos, fundamentalmente, que el 
órgano soberano de nuestro país ya se pronunció en dos oportunidades, a través de institutos distintos y, sobre 
todo, en épocas distintas, mediando una separación de veinte años entre un pronunciamiento y otro; en ambos 
casos se buscaba lo mismo que hoy, y el pueblo decidió no anular lo que ya se había consagrado 
constitucionalmente. 


Sabemos que cuando se interpuso el recurso de referéndum contra esta ley, en el año 1989, doctrinarios 
prestigiosos como los doctores Cassinelli Muñoz, Korzeniak y Pérez Pérez, habían dejado establecido 
claramente que, de resultar aprobado, iba a tener efecto anulatorio, en oposición a lo que consideraban los 
doctores Semino, Correa Freitas y Gonzalo Aguirre. 


El órgano soberano se pronunció con ese conocimiento, con esa información, con esa prédica, con esa 
opinión, nada menos, de estos prestigiosos constitucionalistas, no derogando la ley, aceptando que era una 
salida política y jurídica apropiada para aquel entonces. Veinte años después se planteó, bajo la forma del 
recurso del plebiscito, la reforma constitucional, también con el claro objetivo de declarar la anulación de las 
normas, buscando el efecto retroactivo, es decir, ir al pasado, pasando por arriba a todos estos institutos que 
hemos señalado. Nos encontramos con un pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia cambiado, 
declarando la inconstitucionalidad, lo cual se conoció antes de este plebiscito. Es decir que la población 


estuvo perfectamente informada de todos los aspectos que hoy se vuelven a ventilar en esta Comisión, 
pronunciándose en contra, reafirmando la salida democrática con imperfección, con dificultad, con toda la 
historia que tenemos y que podemos volver a repasar, porque hay jugosas recordaciones de posturas 
adoptadas por las distintas partes involucradas en esta situación, en la que hubo una aceptación general. Fue 
ejemplar la salida del Uruguay a nivel internacional. 


Se ha alegado, también, la urgencia que se le viene dando a este proyecto por las decisiones que se puedan 
tomar a nivel internacional. Hemos estudiado y repasado todo el material que pudimos obtener, concluyendo 
en que este proyecto no resuelve absolutamente nada referido a esa instancia internacional que está viviendo 
el país. En ese sentido, tal vez sería muy importante que quienes estén a cargo de la defensa de nuestro país 
en esta instancia internacional pudieran mejorar sus alegatos y sus argumentaciones, sosteniendo la salida 
ejemplar del Uruguay de una situación muy amarga y muy difícil que tuvimos. Además, se debería sostener 
que esta salida fue ratificada por el cuerpo electoral órgano soberano, haciendo referencia a todas las 
decisiones administrativas, judiciales, resoluciones del Poder Ejecutivo, leyes y normas que se han dictado en 
lo que tiene que ver con la reparación, tanto a civiles como a militares que no estuvieron involucrados en la 
violación de la Constitución. Se debería mencionar las correspondientes reparaciones, tanto indemnizatoria 
como en lo que tiene que ver con las carreras administrativas y docentes; los miles de funcionarios que 
fueron restituidos, reparados, indemnizados; una política de vivienda, una política de trabajo, una política de 
repatriación, de atención en distintos aspectos que continuó hasta ahora, a través del anterior y el actual 
Gobierno del Frente amplio. Asimismo, tenemos aquí reseñas podemos mencionarlas, pero no queremos 
aburrir a los señores miembros de la Comisión con respecto a la atención de las víctimas. Todo esto hace a la 
defensa de Uruguay. Si recayera una sanción a nivel internacional al Estado democrático uruguayo no lo va a 
afectar ni siquiera moralmente, por cuanto se ha adaptado la legislación. Además, desde la salida democrática 
Uruguay ya adoptó el Pacto de San José de Costa Rica. Es decir que la legislación se puede perfeccionar. 
Inclusive, podemos discutir sobre la derogación de la ley, pero no con efecto retroactivo. Consideramos que 
podemos pasar claramente esta etapa internacional sin ningún inconveniente. Más aún: tenemos que sentirnos 
orgullosos de que el Uruguay ha sometido este tema a las instancias más importantes y soberanas que ha 
tenido el país. Se ha manifestado que no hay otra ley que tenga una legitimidad y un respaldo del cuerpo 
electoral tan importante como esta; no hay otra en todo el ordenamiento jurídico uruguayo. 


Finalmente, voy a compartir algunas reflexiones que he seleccionado, que he aprendido en nuestra 
Universidad. 


El ordenamiento jurídico uruguayo es democrático y hay una correlación entre el grado o fuerza del acto 
jurídico y la participación, mayor o menor, más directa o más indirecta, que en su formación tienen los 
interesados. Por ejemplo, no puede dictarse ningún acto constitucional sin que en definitiva haya una 
ratificación por plebiscito que no puede entrar en vigencia si no hay una mayoría a favor; es una garantía 
democrática. 


Esto, como acaba de decir la señora Diputada Piñeyrúa, nos condiciona tremendamente para poder hacer un 
cambio a esta norma donde ha habido un pronunciamiento del cuerpo electoral. Tratándose de actos 
constitucionales se termina en el plebiscito, según el artículo 331de la Constitución. 


Si se trata de actos legislativos, la regla es que se dictan con intervención del órgano más representativo, 
aquel que tiende a ser un mapa de las distintas tendencias en proporción al número de votos obtenidos en las 
elecciones. 


Además de esta participación de los órganos más representativos de la opinión pública, existe otra garantía de 
democracia: la eventualidad de un recurso de referéndum contra los actos legislativos. Esto que estoy 
diciendo lo explica en sus textos de enseñanza el doctor Cassinelli Muñoz. 


Cada vez que se dicta una ley se lo hace bajo la condición de que el pueblo no está en contra; si el pueblo está 
en contra basta que un sector porcentual del mismo interponga un recurso de referéndum para que la decisión 
legislativa sea sometida a votación entre los representados, es decir, el cuerpo electoral. El referéndum es la 
vía para corregir el desajuste entre lo que deciden los representantes legislativos y la opinión de los 
representados, de la mayoría de la opinión pública. 


Lo mismo el plebiscito, pero este no es un recurso, sino que forma parte del propio acto que se dicta. No se 
puede reformar la Constitución si no se hace un plebiscito y si no es aprobado previamente por el pueblo. 


Concluye diciendo que cuanto más importante es el acto, más directa es la participación del cuerpo electoral. 
Nosotros no le podemos dar la espalda a esto. 


El artículo 4” de la Constitución establece claramente: "La soberanía en toda su plenitud existe radicalmente 
en la Nación (...)". 


Solano García dijo que cuando la Comisión expresó así que la soberanía en su plenitud residía radicalmente 
en la Nación, entendió que la universidad de los ciudadanos comprendía la Nación y que la soberanía no era 
otra cosa que la supremacía de la voluntad general. Esto lo extraje de la página 177 del Tomo I de la 
Constitución Nacional, Justino Jiménez de Aréchaga. 


Los actos jurisdiccionales son los que liquidan los conflictos dando una opinión que no va a poder seguir 
discutiéndose. Los mismos tienen lo que se llama la autoridad de la cosa juzgada; no se va a discutir más y 
aunque se hubiera equivocado el Juez y hubiera dicho algo que viola la Constitución, igual se cumplirá lo que 
dijo el Juez. Sin cosa juzgada no sabremos nunca a qué atenernos. 


La retroactividad de las leyes va contra la seguridad jurídica. Por eso tiene límites y no se puede dictar una 
ley retroactiva agravando una pena o creando un nuevo delito. 


El doctor Daniel Hugo Martins, en la página 175 de "Constitución y Administración", un trabajo muy 
extenso, digno de leer para esta instancia, analizando precisamente las decisiones del cuerpo electoral nos 
dice: "Del análisis de nuestras normas constitucionales concluimos que, en nuestro régimen jurídico, el Poder 
Legislativo no puede anular las leyes dictadas con anterioridad, sólo puede derogarla" (...) "el legislador" 
(...) "no puede declarar absolutamente nula una ley (lo que equivale a derogarla con efecto retroactivo), si en 
base a esa ley los individuos han configurado situaciones jurídicamente definitivas, o se han dictado 
sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada, o actos jurídicos perfectos (contratos, actos administrativos, 
etc.) que configuren la adquisición de un derecho. Si así lo hiciere, esa ley podría ser declarada 
inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia e inaplicable al caso concreto, por imperio del 
procedimiento establecido en la Constitución". Es decir que si consagramos esta ley, que es inconstitucional y 
quiere provocar todos esos efectos, no va a tener posibilidades de aplicación, ya que quienes se vean 
involucrados van a defenderse con una solicitud de declaración de inconstitucionalidad que aun puede 
producirse de oficio, con lo que quedarían trancadas todas las causas. 


Por su parte, el doctor Héctor Gros Espiell, en el libro "La Corte Electoral" dice: "Si la Democracia es una 
forma de organización del Estado fundada en el respeto de la dignidad y de los derechos inherentes a la 
persona humana, que implica un sistema de Gobierno basado en el consentimiento de la comunidad 
libremente expresado, es obvio que la expresión de este consentimiento, debidamente controlado, el 
pronunciamiento del Cuerpo Electoral es la más pura manifestación de libertad, sin cuya existencia no se 
concibe la Democracia". 


Por eso, señor Presidente, nosotros vamos a respetar en un todo la decisión del cuerpo electoral, que es la 
decisión de la soberanía, de nuestra gente, de la ciudadanía, de la mayoría, y también vamos a reclamar, a 
pedir que no se arrase con el ordenamiento jurídico violentando, con conocimiento, todos estos institutos de 
garantía democrática a que hemos hecho referencia 


Sobre la historia de la sanción de la ley y sobre una nueva visión hacia el pasado, podemos tener instancias, 
que van a llevar mucho tiempo, que volverán a ahondar en las heridas que los uruguayos estamos tratando de 
cerrar y que nos llevarán a episodios que nos distanciaron: no creo que esto le resulte conveniente ni le haga 
un bien al segundo Gobierno del Frente Amplio para llevar adelante todas las propuestas y las promesas que 
ha hecho. Acabamos de aprobar un presupuesto en la Cámara de Diputados que crea amplias expectativas en 
una serie de temas que logró el consenso de los distintos partidos políticos pero, en este caso, se introduce un 
tema que nos va a volver a dividir. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- He escuchado las manifestaciones del Diputado Cersósimo sobre la 
importancia del pronunciamiento popular del referéndum. Hoy hacía referencia al artículo 82 diciendo 
que es una de las circunstancias en las cuales la Constitución le otorga al cuerpo electoral el ejercicio 


directo de la soberanía, y eso se da solo en tres casos: en la elección, en la iniciativa y en el referéndum. 
Omití decir que desconocer la voluntad popular, libremente expresada en un referéndum, sería lo 
mismo que desconocer el pronunciamiento del cuerpo electoral en un acto eleccionario. Tal gravedad 
tiene el hecho de desconocer la voluntad popular expresada en el referéndum, porque la Constitución 
asimila los tres casos: la iniciativa, el referéndum y los actos eleccionarios. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Creemos que, si bien el nuevo texto corrige algunas 
inconstitucionalidades flagrantes no solo nosotros, sino la unanimidad de los expertos que hemos 
invitado así lo han expresado en esta Comisión, no alcanzan dichas correcciones como para lograr un 
texto que no siga teniendo una tensión importante con nuestra Constitución. 


Amén de consideraciones de carácter político, que luego haremos, el artículo 1” establece una interpretación 
del numeral 20 del artículo 85 de la Constitución, con la enumeración de derechos de todos los seres 
humanos; obviamente, todos estamos de acuerdo con ello. Ahora bien; no creemos que una norma clara de la 
Constitución, como la que se invoca, pueda ser objeto de interpretación: cuando el texto es claro esto es 
admitido en toda la doctrina no debe haber interpretación alguna. Por lo tanto, la considero innecesaria, en la 
medida en que estos derechos están consagrados a texto expreso en la Constitución. 


El artículo 2” establece una vía oblicua para declarar la inconstitucionalidad de la Ley_N* 15.848 y, como 
todos sabemos lo han reiterado los expertos que han venido a este ámbito, invitados por todos, pero vamos a 
volver a expresarlo nosotros, en sus artículos 256 y 257, la propia Constitución establece que la 
inconstitucionalidad solamente puede declararla la Suprema Corte de Justicia. Por lo tanto, esa ilegitimidad 
manifiesta no es otra cosa que esto: quitarle, entonces, la potestad que le atribuye la Carta a la Suprema Corte 
de Justicia, en forma clarísima y metiéndose el Poder Legislativo en lo que no debe. 


Y dentro de sus disposiciones el artículo 3% establece la retroactividad, principio que ya hemos discutido 
suficientemente en esta Comisión, no es conveniente establecer en este tipo de normas. Sin embargo, eso lo 
hace manifiestamente este artículo 3". 


Por lo tanto, bajo mi punto de vista, en un somero análisis luego en Sala podremos abundar en este sentido, el 
texto mantiene los mismos vicios, los mismos defectos que tenía el anterior. 


Se dice que el Poder Legislativo puede aprobar una ley de este tipo. Lo ha dicho el Diputado Michelini, hacia 
quien profesamos un gran respeto desde el punto de vista personal, y naturalmente político, pero nos 
permitimos decir que estamos en desacuerdo con dicha afirmación. 


Las razones esgrimidas por la Diputada Piñeyrúa son muy claras: yo creo que el Parlamento no puede 
aprobar una ley de este tipo luego de que se recurrió por dos oportunidades; pero en una de ellas, en carácter 
de referéndum, lo hizo la soberanía popular, todos nosotros y acá hay personas de todos los pelos, de todos 
los pensamientos que se manifestaron en cuanto a si debería haber sido derogada o no la ley de caducidad. En 
ese sentido, la Diputada Piñeyrúa dijo que ha militado en un determinado sentido, en determinado año. 


Entonces, tengo para mí que cuando el artículo 82 de la Constitución dice: "La Nación adopta para su 
Gobierno la forma democrática republicana. Su soberanía será ejercida directamente por el Cuerpo Electoral 
en los casos de elección, iniciativa y referéndum (...)", establece un grado. La Constitución no dice "podrá"; 
no dice que "el pueblo tendrá un camino para". No; la Constitución dice: "Su soberanía será ejercida 
directamente por el Cuerpo Electoral en los casos de [...] referéndum" y luego, e indirectamente, "por los 
Poderes representativos que establece esta Constitución", y los Poderes representativos somos todos nosotros. 
Quiere decir, bajo mi punto de vista, que los Poderes Representativos vienen en subsidio, siempre, de los 
pronunciamientos populares, sean referéndum, elecciones directas, o iniciativas. 


Obviamente que este artículo 82, como todas las normas constitucionales, tiene una ligazón indudable e 
innegable y así debe ser interpretado, por ejemplo con el artículo 4” que establece: "La soberanía en toda su 
plenitud existe radicalmente en la Nación, a la que compete el derecho exclusivo de establecer sus leyes, del 
modo que más adelante se expresará". Pero, además de los artículos 4* y 82 de la Constitución, esto no viene 
por inspiración divina del constituyente. No; viene por inspiración del fundador de la patria, a quien tanto se 


alude. Cuando Artigas dice "Mi autoridad emana de vosotros y ella cesa ante vuestra presencia soberana", 
está marcando o quiere decir es lo que se recoge en los textos que luego se han aprobado en sucesivas 
reformas que su autoridad, que era mucha, y que representaba al pueblo oriental, emanaba de ese mismo 
pueblo oriental, y que su autoridad cesaba cuando se pronunciaba el pueblo. Es decir que estas normas que 
refieren al ejercicio directo de la soberanía por parte del pueblo oriental son muy claras respecto de lo que 
debemos hacer los legisladores, los Representantes, y cuando hay un pronunciamiento popular, este es 
excluyente. Y a mí me parece que no puede haber dos interpretaciones respecto a esto. Desde mi punto de 
vista, una norma que el pueblo oriental ratificó en referéndum no puede ser modificada, ni derogada, ni 
anulada, por una ley aprobada por un órgano como el Poder Legislativo, que es de carácter representativo y 
no de democracia directa. 


Naturalmente que este asunto también genera una tensión entre la soberanía o la autodeterminación de los 
pueblos y las normas de derecho internacional. Yo he preguntado al Viceministro, cuando asistió aquí, si el 
Estado uruguayo había hecho coleto de este argumento con sus escritos en defensa de los argumentos de 
Uruguay. Se me ha contestado que no. Yo lo lamento; creo que el Estado uruguayo está incurriendo en un 
grave error cuando no dice lo que tiene que decir. El Estado uruguayo, a través de su Gobierno, puede 
defender la tesis que entienda conveniente; obviamente, no le voy a quitar ese derecho. Pero sí creo que el 
Estado uruguayo debe decir en los alegatos cuál es la situación en nuestro país. El Estado uruguayo debe 
decir que ha habido pronunciamientos populares. Está muy bien: el Derecho Internacional establece 
determinadas normas y son ciertas, y El Estado argumentará a favor de ellas si lo entiende conveniente. Pero 
también creo que el Estado uruguayo debe decir, en segundo lugar, que ha habido pronunciamientos 
populares respecto de esta Ley _N” 15.848 "que dicen lo siguiente", y relatar los hechos, decir lo que ha 
pasado aquí. Creo que el Gobierno uruguayo comete un grave error si no lo hace. No lo ha hecho, pero tiene 
instancias para hacerlo. Y estamos exhortando aquí ya lo hemos hecho delante del Viceministro a que lo 
haga, porque si no, reitero que el Estado uruguayo estaría incurriendo en una grave falta que es no solo no 
defender el principio de autodeterminación de los pueblos sino no decir lo que pasó, no expresar los hechos. 
No quiere decir no expresar la verdad; no, es no expresar lo que pasó en el Uruguay. Me parece que sería de 
alta conveniencia nacional que eso estuviera en algún escrito en el futuro. 


Por último y no menos importante, todo esto viene por el estatuto de salida que el Uruguay se dio. No 
podemos escapar de él. Reconocemos el dolor que nos puedan traer, y nos traen, los distintos sufrimientos 
que tuvo toda la sociedad uruguaya, desde cárcel, persecución, tortura y hasta lo peor, la muerte, actos que 
repudiamos lo decimos en forma clara y a los cuales nos opusimos en forma clara durante todo el período de 
la dictadura. Y naturalmente que siempre repudiamos, entre otros, los asesinatos de Héctor Gutiérrez Ruiz y 
Zelmar Michelini, por supuesto, y lo ratificamos expresamente aquí porque es necesario hacerlo. Pero ese 
dolor no puede abstraernos de lo que fue el estatuto de la salida, que fue por medio de un pacto político, en el 
mejor sentido de la palabra. Lo digo a pesar de que nosotros, los blancos, criticamos el llamado "Pacto del 
Club Naval"; lo criticamos y no fuimos parte. En referencia a ese pacto, cuando algunos actores de la época 
fueron preguntados acerca de si la violación de los derechos humanos había estado o no sobre la mesa de 
negociación del Club Naval, se dijo como respuesta que ese tema estuvo "subyacente" o "sobrevolando". 
Esto nos da la pauta de que ese estatuto de salida, que primero tuvo a la ley de amnistía de presos políticos, 
luego a la ley de reparación de funcionarios y luego a la Ley N* 15.848 de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado, implica que nosotros modifiquemos lo que hemos dicho históricamente: todos los 
partidos estuvimos involucrados en el estatuto de salida. Los blancos, cuando el Pacto del Club Naval, 
decíamos que estábamos fuera de ese estatuto de salida. Pero luego, en virtud del reconocimiento de los 
hechos ocurridos en esos acuerdos que llevaron a la salida democrática y a la aprobación de la ley de 
caducidad, decimos que todos los partidos, incluido el nuestro, estuvimos inmersos en esa salida. | Y bajo mi 
punto de vista, ningún partido debería querer sacar la pata del lazo de ese estatuto de salida, porque unos 
aprobaron algunas leyes y, otros, aprobaron otras, pero el todo constituyó "el Pacto", que fue el pacto político 
en el mejor sentido de la palabra: la salida democrática. 


El profesor Juan Pivel Devoto, en sus últimos tiempos, con quien hablé mucho respecto de la caducidad y del 
Pacto del Club Naval, me decía que todos los enfrentamientos entre orientales, todos, sin excepción, con 
muertos, con terribles actos entre bandos enfrentados en nuestra historia, con los dolores que llevaron y con 
los enfrentamientos que perduran hasta hoy, siempre fueron solucionados, saldados por pactos políticos entre 
los sectores enfrentados, entre los partidos enfrentados, entre las divisas enfrentadas. Tengo para mí que eso 
lo tenemos incorporado en el ser nacional y tengo para mí también que este estatuto de salida, con virtudes y 
con defectos lo tiene en ambos sentidos, creo que fue eso, un acto o varios actos que se reúnen en uno: el 


estatuto de la salida democrática de nuestro país, que hoy estamos disfrutando, que hoy estamos viviendo y 
que hoy está más firme que nunca. 


No vamos a acompañar este proyecto de ley en la Comisión ni cuando se discuta en el plenario, por razones 
de texto, de inconveniencia nacional ante organismos internacionales y por las razones que hemos expuesto 
respecto de las salidas que el país se ha dado en toda su historia. 


SEÑOR BAYARDI.- Antes de comenzar con la discusión en particular y más allá de las apreciaciones 
que se quieran hacer luego, quisiera dejar dos o tres constancias. 


Respecto a la reforma constitucional, no compartimos el fundamento dado en cuanto a que el Poder 
Legislativo tiene alguna limitación luego de pronunciamientos populares del carácter de los del referéndum o 
del plebiscito. Creo que la posición que se ha manifestado en Sala por parte de algunos señores legisladores 
hoy carece de sustento, tanto para la doctrina como para ninguno de los catedráticos que nos visitaron. Así lo 
hemos entendido y lo único que estamos haciendo en este momento es dejar las constancias al respecto. 


Ha habido tres fallos, dos directamente contra la inconstitucionalidad y otro, el de 2004, respecto a si había o 
no cosa juzgada en un caso en particular. 


Hemos tratado de recoger elementos que pudieran haber estado planteados como observación, como por 
ejemplo el relativo a la redacción ya lo dijo el señor Diputado Michelini respecto a la inaplicabilidad a la que 
se hacía referencia en lo que tiene que ver con el texto original. No voy a entrar en algunas calificaciones, en 
todo caso la dejaríamos para el plenario, ámbito en el que a veces se admiten niveles de calificaciones sobre 
el marco normativo, sobre si constituye o no subterfugios. No creemos que estemos haciendo las cosas a 
través de ningún subterfugio, estamos llevando adelante lo que consideramos es una forma de adaptación de 
nuestro marco jurídico a las condiciones actuales, tanto a las internas como a las que pueden quedar 
determinadas por condicionantes externas. 


Aprovecho para decir que en lo que tiene que ver con las limitaciones a la autodeterminación y con la 
eventual pérdida de la soberanía, Uruguay tiene compromisos adquiridos soberanamente bajo la Convención 
de Viena sobre el Derecho de los Tratados, es decir, el de no interponer en la firma de los tratados todos están 
ratificados por ley su derecho interno frente a los compromisos que se asumen libremente. Lo digo porque se 
planteó acá. 


Seguramente lo discutiremos en el plenario, pero hay un aspecto planteado que es el del agravio comparativo. 
Me pareció inteligente e interesante. Creo que hacía referencia a los tres marcos legales citados: Ley de 
Amnistía, Ley de Funcionarios y Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. Seguramente, 
discutiremos el alcance de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado respecto a si fue o no de 
amnistía. No obstante, ya hemos dicho que para nosotros no es y no fue una ley de amnistía. Tenemos 
documentación y recortes de la prensa de la época de muchos de los que la votaron no hablo de los votantes 
eternos sino de los que votaron la ley discutiendo respecto a que no se hacía referencia a que se estaba 
votando una amnistía. 


Pero más allá de eso, en lo que tiene que ver con el agravio comparativo que me parece la parte más 
interesante o por lo menos novedosa planteada por el señor Diputado Cersósimo, recordemos que la Ley de 
Amnistía en realidad no amnistió todo los delitos que hubo, por ejemplo, los que se catalogaron como de 
sangre quedaron excluidos de la Ley de Amnistía. Lo que sí se les dio fue un trato distinto desde el punto de 
vista de la reclusión penal, solicitándose para esos delitos de sangre que por cada año de reclusión fueran 
computados tres. O sea que no hay ahí exclusión. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quisiera hacer una pequeña aclaración aunque tal vez tendría que haber 
esperado a que el señor Diputado Bayardi culminara su razonamiento, pero no quería dejar de 
expresar lo siguiente. 


En la Ley de Amnistía de los delitos políticos por supuesto, así se estableció en la ley hubo una diferencia en 
el trámite de la ejecución de la amnistía por cuanto se excluyó del texto a los delitos de sangre. Sin embargo, 
el contexto de la ley claramente establecía que iban a salir absolutamente todos presos, que el trámite 
quedaba a cargo de la Suprema Corte de Justicia y de los Tribunales de Apelaciones en lo Penal y que en caso 


de permanecer alguna de las condenas porque era para los casos que hubiera habido procesamiento y que 
estuvieran en trámite se tomaba por tres el período de reclusión, con lo cual se daba absolutamente la 
amnistía para todos los delitos cometidos, hayan sido de sangre o no. Además, otro artículo de la ley que no 
recuerdo en este momento, decía que debiera tener como consecuencia la libertad de todos los presos. 


SEÑOR BAYARDI.- Estoy haciendo una valoración sobre el agravio comparativo, como teoría; obvio 
que terminaron saliendo. 


Quiero dejar una constancia sobre algo que no me ha llamado la atención. Recuerdo que cuando votamos el 
referéndum de 1989 la ciudadanía se pronunciaba utilizando dos papeletas: la famosa papeleta amarilla, y la 
verde. Esas eran las dos opciones; esas eran las dos formas de pronunciarse. Significativamente, después no 
voy a hacer ninguna valoración adjetiva, porque el creador de lo que voy a citar ya falleció, se eliminó el 
mecanismo de pronunciarse a través de dos papeletas; la ciudadanía termina pronunciándose a través de una 
sola papeleta. 


Cuando hablamos de la Ley de Caducidad y del referéndum de 16 de abril de 1989, no tengo ninguna duda 
de que mayoritariamente la ciudadanía, mal que me pese, dijo no. La mayoría de las papeletas que estaban 
adentro de los sobres decían "NO". 


Este cambio, que creo fue inteligente no voy a calificarlo de otra manera por lo que ya he expresado, llevado 
adelante por un Presidente de la Corte Electoral que hoy ya no está, eliminó la posibilidad de pronunciarse, 
cuando las opciones son dicotómicas, a través de dos papeletas. Sentó, por vía reglamentaria, que hay que 
pronunciarse por una sola papeleta. Digo esto solo como una constancia. Algún día, con más tranquilidad, me 
gustaría rever este tema; tendríamos que ver la posibilidad de juntar voluntades para rever este asunto, a la 
hora de poder interpretar el pronunciamiento popular. Con respecto a lo que sucedió en octubre de 2009, 
podemos decir que quienes querían la reforma constitucional no llegaron al cincuenta por ciento; podemos 
afirmar eso categóricamente sin interpretar la voluntad de la ciudadanía. Así como podemos decir que en el 
año 1989 la mayoría no quería derogar frente a los que sí queríamos hacerlo, en octubre de 2009, podemos 
decir que los que querían la reforma no llegaron a la mayoría. Lamento decir que no comparto la 
interpretación de que los que no querían la reforma llegaron a la mayoría, porque hubo un cambio en la forma 
de expresarse en el referéndum, que se hizo por vía reglamentaria. Hago esta aclaración para que podamos 
decir lo que sí querían o lo que no querían. Y lo digo porque acá hubo una mención al tema, y lo quiero dejar 
como antecedente de lo que creo que en algún momento, si hay voluntad, en la medida en que afecta a 
procesos de pronunciamiento popular, volvamos a reencauzar la forma en que convocamos los 
pronunciamientos. 


Quiero decir que, en todo caso, la norma me ha motivado no tanto por la observación que mi Gobierno tiene 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos agrego que sí voy a acompañar a mi Gobierno sino por lo 
que ha sido y creo que seguirá siendo el devenir histórico de los procesos en lo que tiene que ver con los 
fallos jurisdiccionales. Decía en otra oportunidad y quiero dejarlo planteado porque será la forma en que me 
voy a parar en el proceso de discusión que aunque esta ley que votemos sea absolutamente inconstitucional, 
con todos sus artículos inconstitucionales, tiene una gran virtud: devuelve al fuero jurisdiccional en igualdad 
de condiciones a las partes en una demanda. Hasta ahora, la apelación ante la Suprema Corte de Justicia, 
siempre era motivada exclusivamente por la víctima o sus familiares. A partir de ahora, la comparecencia 
ante la Corte será motivada por la víctima y sus familiares si la interpretación del Juez va por un lado, o por 
los victimarios o aquellos que eventualmente puedan ser catalogados como tales. O sea que en el peor de los 
casos, en mi opinión ya lo he dicho, esta ley tiene una virtud. 


Seguramente, en el plenario discutiremos si los actos catalogados como soberanos podrán ser o no discutidos. 
Reitero que nosotros pensamos que sí. Inclusive, si una ley recogiera la iniciativa del ciento por ciento de 
nuestros ciudadanos, si nos presentaran una ley con el ciento por ciento de respaldo de nuestros compatriotas, 
e ingresara al Parlamento por el mecanismo de iniciativa, nosotros hasta podríamos desconocerla desde el 
punto de vista formal. Habrá que discutir si políticamente corresponde o no, pero podríamos desecharla 
plenamente y guardarla, sin que afectara las potestades que tenemos como Cuerpo. Esto está incluido en el 
mecanismo de iniciativas; sabemos que cualquier iniciativa solo tiene ese papel, de manera que aunque 
tuviera el respaldo del conjunto, podríamos hacerlo. 


Nosotros no estamos interpretando el numeral 20) del artículo 85 de la Constitución de la República; lo que 
estamos haciendo es utilizar, con las potestades que tiene la Asamblea General, según el numeral 20) del 
artículo 85, que estuvo y salió y volvió a estar en la Constitución, lo que entendemos como una interpretación 
constitucional. Ya fue aclarado acá que no se trata de una interpretación auténtica. Ya se eliminó la palabra 
"auténtica" por no corresponder. No pensamos que estemos quitando potestades a la Suprema Corte. Es más, 
yo decía en otra oportunidad, que la vía de la apelación ante la Suprema Corte puede estar dada por parte 
interesada o por oficio del Juez. Y decía también que si hoy encontrara a algún Juez que tuvo que ver en la 
causa en el pasado y le preguntara si interpreta que la Ley de Caducidad es o no constitucional, y me dijera 
que es inconstitucional, este señor podría tener un problema, porque habiéndola considerado así en su 
momento no operó contra ella por la vía del oficio. Espero que todos sigan contestando que la consideraban 
constitucional, para no tener que estimular ninguna acción. 


De todos modos, creo que el Juez enfrentado a la eventualidad de determinar que acá hay una 
inconstitucionalidad, muy probablemente vaya por la vía del oficio, como corresponde, a solicitar que la 
inconstitucionalidad sea determinada por la Suprema Corte de Justicia. 


Hay una discusión que dejaremos para dar en la sesión del plenario y no acá, porque daría para mucho; ni 
siquiera nos alcanzará el tiempo de que dispondremos en el plenario. Me refiero a si una norma para quienes 
pensamos de esta manera nacida inconstitucional, desde el punto de vista jurídico desde el punto de vista 
político no tengo dudas es fuente inspiradora de derechos y, sobre todo, como se ha dicho acá en más de una 
oportunidad, de derechos adquiridos. Discutiré en Sala también el tema del alcance de los derechos 
adquiridos. 


Se ha discutido acá sobre la frase: "Mi autoridad emana de vosotros (...)". En realidad, esto no fue dicho ante 
el pueblo unido en asamblea; fue dicho ante los Representantes del pueblo por quien... 


(Diálogos. Interrupción del señor Representante Borsari Brenna) 


———...por quien investía todo el poder de ejecución en ese momento, y consolidaba el Poder Ejecutivo. Digo 
esto porque no es la primera vez que se dice esto; ya fue mencionado acá y no quisiera darlo por bueno. 
Después podemos discutir sobre esto un poco más, de manera más distendida. 


Quiero dejar planteado también que creo que no hay que vivir las cosas con más tensión de la que tienen. 
Entiendo que en 1989 el grado de tensión que podría tener la sociedad era mayor que el que tenemos hoy. No 
me canso de decir que drama y tensión es lo tiene que generar una enfermedad terminal, que no tiene cura; lo 
demás, es relativo, se puede sobrellevar y sabemos cómo pararnos. 


Creo que este proyecto de ley no afecta para nada la voluntad del Poder Ejecutivo y del Presidente de la 
República de seguir construyendo cosas colectivamente. Lo digo porque no quisiera que esto quedara como 
una aseveración que puede tener algún nivel de premonición sobre eventuales enfrentamientos de futuro. 


Este país ha procesado de manera excepcional la transición en término de violaciones a los derechos 
humanos en lo colectivo, en la vida cotidiana. Nadie se ha visto agredido por víctima o por familiar de 
víctima respecto a las responsabilidades que hubiera tenido por violaciones a los derechos de un familiar o de 
sí mismo. Somos un país pequeño en población, nos encontramos todos en todos lados, en la calle, en los 
supermercados, en el cine. Como dije, este país ha sabido procesar este tema de buena manera y a través de la 
vía jurisdiccional. Descarto que se va a seguir así y actuaremos para que se pueda seguir extendidamente así 
en el futuro. 


SEÑOR MICHELINI.- Solicito que se vote el proyecto en general, para luego pasar a la discusión 
particular. Además, será una oportunidad para hacer varias precisiones sobre el articulado, que creo 
van a levantar algunas de las observaciones. Naturalmente, si hubiese voluntad de votar el proyecto, 
estaríamos dispuestos a conversar sobre algunos aspectos en los que hay observaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa a la discusión 
particular 


(Se vota) 


Cinco en nueve: AFIRMATIVA. 


En discusión particular. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a ordenar esta discusión. 


Desde el punto de vista formal, lo que se ha presentado es el proyecto de ley original y, desde el punto de 
vista sustantivo y se ha alcanzado a las señoras y señores miembros de la oposición, un proyecto alternativo. 
Entonces, si la Comisión no lo entiende de otro modo, vamos a considerar el proyecto alternativo artículo por 
artículo. 


SEÑOR MICHELINI.- Vamos a formalizar con la firma de los cinco legisladores de la bancada lo que 
se presentó oportunamente a la oposición la semana pasada, que es el texto con algunas pequeñas 
modificaciones que vamos a ir aclarando a medida que votemos el articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos todos de acuerdo, vamos a hacer un pequeño intermedio. 
(Apoyados) 

(Es la hora 12 y 6) 

——— Continúa la reunión. 

(Es la hora 12 y 15) 

——- Léase el artículo 1%, en la redacción dada por la modificación que se le ha hecho. 

(Se lee:) 

"Interprétase de conformidad con el artículo 85 numeral 20 de la Constitución de la República, que el 
derecho de todo ser humano a la vida, a su integridad personal, a no ser desaparecido ni torturado, así como 
los derechos y obligaciones que regulan el acceso a la justicia, investigación, persecución, juzgamiento, 
cooperación y castigo de las violaciones de los mismos y de los crímenes de lesa humanidad, establecidos en 
las normas de Derecho Internacional ratificadas por la República y por las normas de ius cogens, están 
incorporadas a nuestra Constitución por la vía del artículo 72 de esta y se deberán aplicar directamente por 


los tribunales de la República". 


——— En discusión. 


SEÑOR MICHELINI.- La única diferencia que tiene esta propuesta con la redacción del proyecto 
original es que se sustrae el concepto de "auténtica". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Seis en nueve: AFIRMATIVA. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Esta interpretación no es necesaria porque no hay nadie que discuta la 
consagración de esos derechos y principios en nuestro ordenamiento jurídico. Por lo tanto, es retórica, 
innecesaria y superabundante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 2”. 


(Se lee:) 


"Declárase como interpretación obligatoria (Código Civil, artículo 12) que los artículos 1%, 3% y 4 de la Ley 
15.848, de 22 de diciembre de 1986, presentan una ilegitimidad manifiesta, violan los artículos 4%, 72, 83 y 
233 de la Constitución de la República y carecen de valor jurídico alguno". 


En discusión. 
SEÑORA PIÑEYRÚA.- Quisiera hacer una aclaración, dado que este es un artículo nuevo. 


La Constitución de la República no prevé ningún procedimiento a los efectos de declarar la ilegitimidad 
manifiesta, ni da al Poder Legislativo alguna facultad para hacerlo o quitar valor jurídico a las normas. A mi 
juicio, la única posibilidad que tiene el Poder Legislativo, si estuviera ante un acto legislativo de ilegitimidad 
manifiesta, es derogarlo. 


Entonces, quiero saber qué efecto práctico tiene el artículo 2”. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, la posibilidad que tiene el Parlamento para derogar leyes es 
una interpretación, porque ningún texto constitucional dice que el Parlamento, a través de las leyes que 
expide, deroga las anteriores. La interpretación es que la norma posterior en el tiempo, de igual 
jerarquía, tiene valor sobre la anterior, es decir, prevalece sobre la anterior. Esa es una interpretación 
constitucional, aceptada por todos. 


Entonces, en cuanto a este artículo 2” que no es nuevo, sino una variante en relación al artículo propuesto, se 
nos objetó en el sentido de que la utilización del verbo "inaplicar", en nuestra Constitución, era una acción 
solamente reservada a la Suprema Corte de Justicia. Entonces, a los efectos de levantar esa observación, 
pasamos a utilizar dos modalidades diferentes: la de la "ilegitimidad manifiesta" y la de declarar que "carecen 
de valor jurídico alguno". En definitiva, por ambas razones, nadie podría ampararse o intentar ampararse en 
los artículos 1%, 3% y 4” de la Ley_N” 15.848. 


Naturalmente, esta es una terminología de la legislación, que es obligatoria; y si las personas afectadas por 
ella consideran que vulnera derechos existentes o que están ya consolidados, podrán impugnar su 
constitucionalidad. Además, si un Juez se ve violentado en su aplicación, esta norma no elimina el recurso de 
inconstitucionalidad de oficio. En ese sentido, esta ley es como cualquier otra, que no elimina los 
mecanismos de control existentes en el sistema jurídico. 


La idea de "ilegitimidad manifiesta" surge de la lectura atenta de la sentencia de la Suprema Corte de 
Justicia; en la medida que la inconstitucionalidad está pensada en el sentido que afecta los artículos 4*, 82 y 
233 de la Constitución de la República, es de una enorme importancia. En uno de sus párrafos esta sentencia 
dice: "las normas atacadas excluyeron del aparato sancionatorio del Estado a sujetos que, para ello, no 
necesitaron ser juzgados por el Poder de gobierno que tiene a su cargo la función soberana de aplicar las 
penas". El hecho de eliminar la función protectora del Estado de otros artículos de la Constitución además del 
4”, el 82 y el 83 como, por ejemplo, los artículos 12, 72 y 332, claramente es una ilegitimidad manifiesta. 


Es cuanto tenía que decir. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Anuncio que voy a votar en forma contraria este artículo, y por varias 
razones. 


En primer lugar, porque, por vía indirecta, se ha buscado el mismo resultado de inconstitucionalidad que fue 
objetado del artículo 2” anterior. Además, se invaden las competencias de la Suprema Corte de Justicia, que 
es la única que puede declarar que un acto legislativo carece de valor alguno o es inaplicable. 


En segundo término, en los hechos implica una anulación de determinadas normas jurídicas, y el instituto de 
la anulación es inadmisible en nuestro ordenamiento jurídico. 


Por otra parte, no puede considerarse que los artículos y la Ley_N? 15.848 por más objetable que me parezca 
presentan una ilegitimidad manifiesta, teniendo en cuenta que dicha norma fue aprobada por un Parlamento 


libremente elegido, siguiendo los procedimientos constitucionales establecidos y que ha sido ratificada por el 
Cuerpo electoral en ejercicio del recurso de Referéndum. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me iba a guardar los comentarios para realizarlos directamente en 
Cámara, pero me parece que vale la pena aclarar algunas cosas. 


Creo que esta discusión está basada en cuál es el tipo de sistema constitucional que tenemos previsto en 
nuestra Constitución valga la redundancia. No solo no existe el instituto de la anulación, sino que tampoco 
existe el mecanismo de la interpretación obligatoria. Además, teniendo en cuenta las necesidades de la fuerza 
política que va a llevar adelante esta votación, resulta absolutamente innecesario. Una norma declarada 
inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia no va a ser aplicada, y si una de las partes intervinientes en 
un juicio reclamara su aplicación, se podrá oponer la excepción de inconstitucionalidad. Por consiguiente, 
esta norma no podrá tener un efecto retroactivo, porque fue declarada inconstitucional. 


Por lo tanto, me parece que estamos en un camino, por lo menos, curioso y resbaladizo, en el que este tipo de 
interpretaciones no condice con nuestro derecho. 


Es cuanto quería señalar. 
SEÑORA PIÑEYRÚA.- Quisiera hacer una aclaración. 


En sesiones pasadas, y en esta, el señor Diputado Michelini dijo que la derogación es una interpretación, y 
que no está mencionada en ninguna parte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Él dijo que no estaba en ninguna parte de la Constitución. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Porque el Código Civil regula expresamente el instituto de la irretroactividad 
de las normas, de la derogación, etcétera. No es una construcción doctrinaria el tema de la derogación. 


SEÑOR MICHELINI.- Nosotros les preguntamos concretamente a los catedráticos de Derecho 
Constitucional, y el doctor Martín Risso nos dijo que los términos que utiliza el constituyente son 
expedir o sancionar leyes. Esto es a nivel constitucional; no me refiero al sistema legislativo. Lo que 
pasa es que a nivel de ley, una ley posterior deroga a la anterior. O sea, que en principio, si no se 
establecen normas interpretativas específicas, rigen las consideraciones generales para el sistema, y el 
Código Civil es una señal en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2”. 


(Se vota) 


——— Cinco en nueve: AFIRMATIVA. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quiero dejar constancia de mi voto negativo basado en lo que manifesté, en el 
sentido de que este es un artículo clara y manifiestamente inconstitucional. Avasalla la potestad 
exclusiva de la Suprema Corte de Justicia de declarar la inconstitucionalidad de las leyes y, por ende, 
la inaplicabilidad de las mismas al caso concreto. Además, por vía indirecta, consagra la anulación de 
una ley, siendo que la anulación no está prevista, ni el legislador puede realizarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 3". 


(Se lee) 


"Artículo 3%.- En virtud de lo dispuesto en los artículos 1” y 2” de esta Ley: a) El archivo de las actuaciones 
decretadas por el Juez competente por aplicación del artículo 3” de la Ley 15.848, no extingue la acción penal 
ni constituye cosa juzgada.- b) Toda intervención judicial que haya sido interrumpida, suspendida o archivada 
por aplicación de la ley 15.848, o por actos administrativos que se hubieran dictado en su aplicación, con el 


fin de obstaculizar, impedir o archivar, o mantener suspendidas y/o archivadas, indagatorias o acciones 
penales, continuará de oficio o por solicitud del interesado o del Ministerio Público.- c) Sin perjuicio de 
aquellos delitos imprescriptibles, respecto de aquellos delitos que fueren prescriptibles, y hayan sido o 
pudieren haber sido comprendidos en la caducidad dispuesta por el artículo 1” de la Ley 15.848, no podrá 
computarse a los efectos de la prescripción, el período transcurrido entre el 22 de diciembre de 1986 y la 
fecha de entrada en vigor de esta Ley". 


En discusión. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Voy a votar en contra de este artículo y me voy a ir refiriendo literal por 
literal a los motivos por los cuales lo hago. 


El literal a) violenta el principio de irretroactividad de la ley penal más perjudicial para el reo al revivir la 
acción penal que caducó por efecto de la Ley_N” 15.848. Además, violenta el principio de inmutabilidad de 
cosa juzgada al pretender retroactivamente eliminar la calidad de cosa juzgada de actos que ya lo tienen. 
Estos dos principios que acabo de mencionar también integran el bloque de los derechos humanos porque 
implican una garantía para todos los ciudadanos y no pueden ser interpretados con relación al caso directo 
que nos ocupa, sino con carácter general. Son normas que garantizan los derechos humanos. 


En cuanto al literal b), hago mías las observaciones que se realizaron la semana pasada, en cuanto a que 
reproduce el mismo defecto de la ley de caducidad argumentado por la Suprema Corte de Justicia al 
expedirse sobre su inconstitucionalidad, en el sentido de que el Poder Ejecutivo invade el área de 
intervención del Poder Judicial. Este literal implica que el Poder Legislativo invade el área de competencia 
del Poder Judicial al ordenar a los Jueces una determinada conducta y no dejarles ningún margen de 
maniobra para su libre albedrío o criterio, lo cual es absolutamente inconstitucional. 


Asimismo, el literal c) también implica la violación del principio de irretroactividad de la ley penal más 
perjudicial al reo, dado que personas que podrían haberse beneficiado por el instituto de la prescripción al 
computarse este período que queda excluido de la posibilidad de ser computado, podrán ser imputadas, a 
pesar de que durante la vigencia de la ley anterior, nunca hubieran alcanzado esa calidad. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Votamos negativamente este artículo porque consideramos que arrasa con 
una serie de institutos de garantía democrática y constitucional, lo que es muy peligroso. 


Además, en términos de derechos humanos, establece algunas discriminaciones no aceptables y que no están 
en el marco de una protección integral y no discriminatoria de los mismos. 


Por otra parte, quiero manifestar que compartimos todos los argumentos jurídicos que acaba de manifestar la 
señora Diputada Piñeyrúa. Pero, deseo agregar que, concretamente en el caso Gelman, ya hay autoridad de la 
cosa juzgada judicial. Por lo tanto, aquí no se distingue en la violación del instituto de la autoridad de la cosa 
juzgada, y también es un aspecto muy controversial que nos ha llevado a votar negativamente este artículo 
porque nos hace retroceder en términos de protección de los derechos humanos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto a los literales a) y b), voy a citar a dos autores. El doctor Barrios 
De Ángelis estableció, en una intervención bastante reciente, que la cosa juzgada es un estado 
particular de la sentencia, reitero, de la sentencia. A su vez, el doctor Tarigo, en sus clases enseñaba que 
la cosa juzgada es una calidad, una condición, un atributo o un modo de ser de las sentencias y 
únicamente de ellas. 


Sin perjuicio de las ampliaciones que en el plenario oportunamente se efectuarán, quiero dejar constancia de 
que, de ninguna manera, una resolución administrativa constituye cosa juzgada, según entendemos quienes 
presentamos este proyecto de ley. 


Por otra parte, quiero aclarar que el tema de la cosa juzgada surgió de la comparecencia de los catedráticos 
ante esta Comisión. En consecuencia, si no hay cosa juzgada, nada que haya sido archivado en mérito a una 
disposición como esta, puede ser considerado tal. 


En el literal c) se dice que si los delitos prescriptibles prescribieron, así es. No se está hablando de hacer 
revivir delitos que hayan prescripto. Lo que se está diciendo es que, en base al principio de que "al impedido 
no le corre plazo", en el período de la dictadura no corrió ningún plazo, cosa que ha sido aceptada 
pacíficamente por la jurisprudencia nacional y la academia. Cómo va a correr plazo si quien presentaba una 
denuncia iba preso; era imposible presentarla. La dictadura llegó a la exquisitez de que no solo llevó presos a 
los denunciantes, sino que, en muchos casos, hizo exiliar a los abogados de personas que estaban detenidas. 
No cabe duda que esto fue así durante el período de la dictadura. 


También hay que tener en cuenta que aplicando la Ley N* 15.848, el Poder Ejecutivo podía decir: "Esto no 
va", y allí se trancaba. 


Estos son los fundamentos por los cuales sostenemos que no hay inconstitucionalidad de especie alguna. 


Sí admito que quizás se podría haber dado otra redacción y hubiera quedado mucho más sutil, pero el camino 
elegido, a mi juicio, no viola principio constitucional alguno. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Queremos dejar de manifiesto nuestra opinión también sobre ese punto. 
Cuando se da un caso de cosa juzgada por acto administrativo previsto por la ley para que tenga esos 
efectos, queda firme y se produce la cosa juzgada en cuanto se dejó pasar la oportunidad de reclamar 
contra ese acto administrativo aun ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. De manera que 
también existe la autoridad de la cosa juzgada, que es una garantía para tener certeza jurídica, en la 
forma prevista en la ley que se pretende derogar con el proyecto que estamos tratando. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Con respecto a la naturaleza jurídica del acto que clausura el expediente y 
dispone su archivo, la Suprema Corte de Justicia, en una sentencia de 2004, dijo que se trataba de una 
sentencia interlocutoria con fuerza definitiva que adquirió la calidad de cosa juzgada; o sea que no lo 
juzgó como un acto administrativo sino como una sentencia interlocutoria con fuerza definitiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es lo que interpretamos nosotros, señora Diputada. 


SEÑOR BAYARDI.- Yo hice esa referencia porque calculé que la señora Diputada Piñeyrúa estaba 
haciendo referencia a ese caso del año 2004. 


Aclaro que cuando compareció el doctor Martín Risso, preguntado sobre lo mismo, dijo que habrá que ver en 
cada caso cuál fue el proceso que se dio. El literal a) dice: "El archivo de las actuaciones decretadas por el 
Juez competente por aplicación del artículo 3* de la Ley 15.848 [...]". Y el artículo 3% de la Ley de Caducidad 
dice: "A los efectos previstos en los artículos anteriores, el Juez interviniente en las denuncias 
correspondientes, requerirá al Poder Ejecutivo que informe, dentro del plazo perentorio de treinta días de 
recibida la comunicación, si el hecho investigado lo considera comprendido o no en el artículo 1” de la 
presente ley". 


O sea que este artículo es la "causa bellis" de la declaración de inconstitucionalidad de la Ley de Caducidad, 
más allá de los otros. 


El inciso segundo del artículo 3* de la Ley 15.848 dice: " Si el Poder Ejecutivo así lo comunicare, el Juez 
dispondrá la clausura y el archivo de los antecedentes. Si en cambio, no contestare o informa que no se halla 
comprendido dispondrá continuar la indagatoria". 


Yo asumo que la tesis del doctor Risso es correcta y que el literal a) del artículo 1” del proyecto de ley no 
violenta para nada la disposición de que el juez, enfrentado a la ley, deberá ver si el caso concreto es cosa 
juzgada porque se cumplieron todos los pasos o simplemente fue archivado porque el Poder Ejecutivo de la 
época dijo que correspondía archivar. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Recuerdo haber escuchado claramente al doctor Risso decir que este artículo 
violaba la autoridad de la cosa juzgada pero que, de todas formas, había que mirar en cada caso 
concreto, porque debido a algún matiz o a alguna causalidad muy variada podría haber habido algún 
archivo "sin perjuicio" como ponen los jueces, es decir, sin otro trámite, y que ahí podría haber algún 


espacio para la discusión. De todas formas, consta en la versión taquigráfica que fue claramente 
establecido por el doctor Risso que esta disposición viola la autoridad de cosa juzgada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3”. 


(Se vota) 
——— Cinco en nueve: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 4”. 


Se propone la siguiente redacción: "Asimismo, lo dispuesto en esta ley se aplicará a las nuevas denuncias que 
se presenten". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 
——— Cinco en nueve: AFIRMATIVA. 


La Mesa propone como miembro informante en mayoría al señor Diputado Michelini. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Propongo a la señora Diputada Piñeyrúa como miembro informante en 
minoría. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Propongo al señor Diputado Cersósimo como miembro informante en 
minoría. 


SEÑOR BAYARDL.- Acepto la lógica de que haya más de un informe en minoría por la delicadeza del 
tema, pero en el futuro un informe en minoría debe ir acompañado por un proyecto sustitutivo, tal 
como establece el artículo 134 del Reglamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Va haber un informe en mayoría que será realizado por el señor Diputado 
Michelini y dos informes en minoría que estarán a cargo de los señores Diputados Cersósimo y 
Cantero Piali respectivamente. 


Hemos fijado el plazo de hasta mañana a mediodía para la entrega de los informes. Los informes en minoría 
deben ser acompañados por un proyecto de ley sustitutivo o un proyecto de resolución que deseche el 
proyecto en consideración. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- En el orden del día también estaba el proyecto presentado por varios 
Diputados del Partido Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa deja constancia de que el proyecto presentado por varios Diputados 
del Partido Nacional que propone la derogación de la Ley_N” 15.848 no se considera por entenderse 
que es contradictorio con el proyecto aprobado. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


